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tase necesario realizar operaciones ele extracción o recuperación, se exige que «las 
técnicas y los métodos empleados deberán ser lo menos dañinos posible y contri­
buir a la preservación ele los vestigios» (Normas 3 y 4 del Anexo). 

Antes ele iniciar cualquier actividad dirigida al patrimonio cultural subacuáti­
co, se elaborará el proyecto correspondiente, cuyo plan se presentará a las autori­
dades nacionales competentes para su autorización. El contenido del plan del pro­
yecto está minuciosamente descrito en las Normas 9 a 13 del Anexo29• Si el plan 
no se aprueba, tales actividades no podrán llevarse a cabo. Si el plan se aprueba, 
estas actividades deberán ser necesariamente conformes al mismo. Además, las 
actividades dirigidas al patrimonio cultural subacuático se reglamentarán estricta­
mente para que se registre debidamente toda la información cultural, histórica y 
arqueológica (Norma 6). 

Otro ele los principios generales ele la Convención ele la UNESCO es que el 
patrimonio cultural subacuático no será objeto ele explotación comercial (art. 2.7). 
En esta misma idea profundizan las Normas del Anexo, al afirmar que la explota­
ción comercial del patrimonio cultural subacuático que tenga por fin la realización 
ele transacciones, la especulación o su dispersión irremediable es «absolutamente 
incompatible» con una protección y gestión correctas ele este patrimonio. El patri­
monio cultural subacuático no deberá ser objeto ele transacciones ni de operacio­
nes ele venta, compra o trueque como bien comercial (Norma 2.1). Sin embargo, 
esta afirmación ele principio no prohíbe la prestación ele servicios arqueológicos 
profesionales o ele servicios conexos necesarios cuya índole y finalidad sean ple­
namente conformes con la Convención ele la UNESCO, y tengan la autorización 
ele las autoridades competentes. Tampoco prohíbe el depósito del patrimonio cul­
tural subacuático recuperado en el marco ele un proyecto ele investigación ejecuta­
do ele conformidad con esta Convención, siempre que dicho depósito cumpla una 
amplia serie ele concliciones30• 

El patrimonio cultural subacuático recuperado se depositará, guardará y ges­
tionará ele forma que se asegure su preservación a largo plazo. Por ello, las dispo­
siciones sobre la conservación ele los archivos del proyecto se acordarán antes ele 
iniciar cualquier actividad y se harán constar en el plan del proyecto. Los archivos 
del proyecto, incluido cualquier patrimonio cultural subacuático que se haya extra­
ído y una copia ele toda la documentación ele apoyo, se conservarán, en la medida 
ele lo posible, juntos e intactos en forma ele colección, ele tal manera que los espe-

29 Sólo en caso de emergencia o de descubrimientos fortuitos, las actividades dirigidas al patri­
monio cultural subacuático, incluyendo medidas o actividades de conservación por un período breve, 
en particular de estabilización del sitio, podrán ser autorizadas en ausencia de un plan de proyecto, a 
fin de proteger el patrimonio cultural subacuático. 

30 Tales como que no vulnere el interés científico o cultural, ni la integridad del material recu­
perado, ni dé lugar a su dispersión irremediable, esté de conformidad con lo dispuesto en las Normas 
33 y 34 y tenga la autorización de las autoridades competentes. 
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cialistas y el público en general puedan tener acceso a ellos (art. 2.6 y Normas 32 
a 34). 

Otro de los principios generales de la Convención ele la UNESCO consiste en 
que los Estados Partes asumen el compromiso de cooperar en la protección del 
patrimonio cultural subacuático (art. 2.2). Este principio general ha tenido diver­
sas concreciones. Por ejemplo, se alienta a los Estados a celebrar acuerdos bilate­
rales, regionales u otros acuerdos multilaterales, o a perfeccionar los ya existentes, 
con objeto ele mejor preservar el patrimonio cultural subacuático (art. 6); los Esta­
dos Partes cooperarán para asegurar el cumplimiento ele las sanciones impuestas 
en virtud del artículo l 7; colaborarán en la exploración, la excavación, la docu­
mentación, la conservación, el estudio y la presentación ele este patrimonio, así 
como en compartir información sobre el mismo (art. 19); colaborarán en impartir 
formación en arqueología subacuática y en la transferencia ele tecnologías relacio­
nadas con el patrimonio cultural subacuático (art. 19); etc. 

2. LA CONVENCIÓN DE LA UNESCO Y SU RELACIÓN CON LAS NORMAS

SOBRE SALVAMENTO Y HALLAZGOS

Las relaciones ele la Convención de la UNESCO con las funciones que deben
tener, si es que deben tener alguna, las normas sobre salvamento y hallazgos en 
relación con el patrimonio cultural subacuático, fue uno ele los temas cruciales ele 
las negociaciones ele la Convención ele la UNESCO. Ambos tipos ele normas se 
aplican desde antiguo a los objetos «normales» en el mar: especialmente a los 
buques en peligro las normas sobre salvamento (law of salvage) y a los buques 
hundidos y abandonados las normas sobre hallazgos marítimos (law offinds). Pero 
su aplicación al patrimonio cultural subacuático dista mucho de ser aceptada como 
norma internacional, ya que se trata ele figuras jurídicas desconocidas en los orde­
namientos jurídicos ele los Estados que siguen el sistema del civil law. Incluso en 
los Estados que siguen el sistema del common law, y en el que sus tribunales oca­
sionalmente han aplicado estas normas al patrimonio cultural subacuático, es alta­
mente controvertido el determinar si se clan las premisas para su correcta aplicación. 
Es decir, si existe o no un «peligro» que permita aplicar el law of salvage y si se ha 
producido o no un «abandono», premisa para la aplicación del lcnv of ftnds31

• 

La idea ele excluir a las normas sobre salvamento y hallazgos marítimos estu­
vo clara desde el principio ele las negociaciones. En un momento posterior, una 
propuesta presentada por Italia y Grecia excluía totalmente su aplicación a las acti­
vidades dirigidas al patrimonio cultural subacuático32

• La mayoría ele las delega-

31 CARDUCCI, G. «The Crucial Compromise on Salvage Law and the Law of Fincls». En: R.
Garabello; T. Scovazzi, (ecls.), The protection (}f the 1111denvater c11/t11rnl heritage. Befare and qfter 
the 2001 UNESCO Co11ventio11, Leycien, Martinus Nijhoff Publishers, 2003, págs. 193-206. 

32 Working Paper Nº. 13 (Paris, 27 March 2001): A111e11c/111e11t proposed by Ita/y and Greece.
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ciones nacionales que expresaron su opinión sobre este punto aceptaron esta pro­
puesta33 . Sin embargo, una minoría de Estados, constituido por algunas grandes 
potencias marítimas, parecieron no estar en condiciones de aceptar una exclusión 
total de la aplicación de las normas sobre salvamento y hallazgos marítimos, pese 
a que en sus legislaciones nacionales ya se había procedido a tal exclusión34 . Por 
ello, a petición de algunas potencias marítimas35

, se reabrió una discusión informal 
sobre este tema, principalmente con las delegaciones de Grecia e Italia, que resul­
taron en la solución de compromiso36 que, finalmente, quedó reflejada en el artí­
culo 4 de la Convención de la UNESCO con el siguiente tenor: 

«Artículo 4. Relación con las normas sobre salvamento y hallazgos. 

Ninguna actividad relacionada con el patrimonio cultural subacuático a la que se apli­
ca la presente Convención estará sujeta a las normas sobre salvamento y hallazgos, a no 
ser que: 

a) esté autorizada por las autoridades competentes, y

b) esté en plena conformidad con la presente Convención, y

c) asegure que toda operación de recuperación de patrimonio cultural subacuático se
realice con la máxima protección de éste». 

Es obvio que las tres condiciones son acumulativas, por lo que únicamente 
cuando se cumplan las tres condiciones se podrán aplicar las normas sobre salva-

33 De manera similar, la exclusión total de tales normas también es la regla dominante en la doc­
trina científica. V ARMER, O., «The Case Against the «Salvage» of the Cultural Heritage», op. cit., 
pág. 279; ELIA, R. J., «US protection of underwater cultural heritage beyond the te1Titorial sea: pro­
blems and prospects», The International Journal of Nautical Archaeology, 29/1, 2000, pág. 43; VER­
LAAN, «Marine Archaeology: A Trojan (Sea) Horse?», Ocean Yearbook, 1989, pág. 231; etc. Sin 
embargo, BEDERMAN, D. J., «The UNESCO Draft Convention on Underwater Cultural Heritage: A 
Critique and Counter-Proposal», Joumal of Mari time Law and Co111111erce, 30, 1999, pág. 344, con­
sidera que su exclusión refleja «a strong, and perhaps even irrational, antipathy towards intematio­
nal maritime law and the admiralty courts that administer it». 

34 Así, en Francia el Décret 11. 61 -1547 du 26 décembre 1961.fíxant le régime des épaves 111ari­
ti111es excluyó, en su artículo 24, la aplicación de las normas sobre hallazgos a los «épaves 111ariti-
111es». De manera más rotunda, la Loi 11. 89-874 du ler Décembre 1989 relative aux biens culturels 
111ariti111es ha excluido tanto las normas sobre hallazgos como las normas sobre salvamento. Según 
esta Ley, si no se encuentra al propietario de los «biens culturels maritimes», el título pertenece al 
Estado y no al descubridor (art. 2); no existe un derecho automático a ninguna remuneración (art. 6); 
y existe obligación de dejar in situ a tal patrimonio, salvo que se disponga de una autorización admi­
nistrativa previa. También en los Estados Unidos la Abandonecl Shipwreck Act of 1987 establece, en 
su sección 7, la exclusión tanto de las normas sobre salvamento como sobre hallazgos marítimos. 

35 Para comprender la actitud a veces ambigua e, incluso, contradictoria de los Estados Unidos 
sobre este particular, debe tenerse en cuenta que su delegación fue la única en la que se incluyeron a 
representantes de la industria privada del salvamento marítimo. Esta industria constituye un potente 
lobby, opuesto a una prohibición total de la aplicabilidad de las normas sobre salvamento y hallaz­
gos marítimos. 

36 Working Paper Nº. 42 (Paris, 4 April 2001): Small Worki11g Group 011Article5111a11dated by
the Chairman. 
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mento y hallazgos al patrimonio cultural subacuático. Pero el cumplimiento de 
estas tres condiciones tiene efectos dispares. Como correctamente señaló la dele­
gación española, la expresión «autoridades competentes» plantea problemas gra­
ves de inte1pretación, al no aclarar si las autoridades «competentes» serán las auto­
ridades del Estado ribereño, del Estado del pabellón o del Estado de la nacionali­
dad de la compañía privada de salvamento marítimo que, como en el caso del Tita­

nic, desee «salvar» un pecio en la alta mar. Sin embargo, la segunda y la tercera 
condiciones reducen la posibilidad de aplicación de tales normas a núnimos 
impensables e inimaginables. En primer lugar, porque la gran mayoría de Estados 
se mostró partidaria durante las negociaciones de una exclusión total de estas nor­
mas. Es de suponer que, actuando con coherencia, las autoridades competentes de 
esos Estados no concederán su autorización a la realización de estas actividades. 

En segundo lugar, porque la aplicación de tales normas debe estar «en plena 
conf01midad con la presente Convención» lo que, ya por sí sólo, supone una exclu­
sión total de estas normas. En el mismo Preámbulo de la Convención, la Confe­
rencia General de la UNESCO se mostró «profundamente preocupada por la cre­
ciente explotación comercial del patrimonio cultural subacuático y, especialmente, 
por ciertas actividades que tienen por objetivo la venta, la adquisición o el trueque 
de patrimonio cultural subacuático» (pár. 8). Preocupación que se plasmó en las 
afirmaciones de que la opción prioritaria es la de la preservación in situ (art. 2.5) 
y que el patrimonio cultural subacuático no será objeto de explotación comercial 
(art. 2.7). También debe recordarse que se considera expresamente como «absolu­
tamente incompatible» con la Convención de la UNESCO «la explotación comer­
cial del patrimonio cultural subacuático que tenga por fin la realización de tran­
sacciones, la especulación o su dispersión irremediable», no pudiendo ser «objeto 
de transacciones ni de operaciones de venta, compra o tmeque como bien comer­
cial» (Norma 2 del Anexo). Además, al menos por lo que se refiere a los buques y 
aeronaves de Estado naufragados, no se podrán adquirir derechos de propiedad 
sobre los mismos, toda vez que la Convención de la UNESCO deja expresamente 
a salvo «cualquiera de los derechos de un Estado respecto de sus buques y aero­
naves de Estado» (art. 2.8). En todo caso, el patrimonio cultural subacuático recu­
perado deberá depositarse, guardarse y gestionar de tal forma que se asegure su 
preservación a largo plazo (art. 2.6). Condiciones de la Convención de la UNES­
CO que entran en contradicción con el régimen del salvamento y de los hallazgos 
marítimos. 

En tercer lugar, el requisito de que deba asegurarse que toda operación de recu­
peración de patrimonio cultural subacuático se realice con la máxima protección 
del mismo, también ayuda a excluir la aplicabilidad de las normas sobre salva­
mento y hallazgos marítimos. Las actividades de recuperación de tal patrimonio 
sólo podrán realizarse si, además de estar debidamente autorizadas y asegurada su 
protección, constituyen «una contribución significativa a la protección, el conoci­
miento o el realce de ese patrimonio» (Norma 1 del Anexo). Debe, también, tener-
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se en cuenta que las actividades dirigidas al patrimonio cultural subacuático se rea­
lizarán conforme al «plan del proyecto» aprobado por las autoridades competentes 
(Norma 11). Los numerosos requisitos que deben cumplir los planes de los pro­
yectos que, con criterios arqueológicos, se comprometen a una sistemática labor 
preliminar, al uso ele las técnicas menos pe1jucliciales, a la formación arqueológi­
ca de los participantes, a la conservación y gestión del sitio, a una abundante docu­
mentación e informes, así como a medidas de conservación y difusión, hacen 
impensable la aplicación de las normas sobre salvamento y hallazgos marítimos, 
que funcionan sobre la premisa de recuperar el máximo ele objetos de valor comer­
cial con el mínimo de costes posibles. Aún en el caso ele que se procediese efecti­
vamente a recuperar partes del patrimonio cultural subacuático aplicando tales 
Normas, debe tenerse en cuenta que los Estados Partes se comprometen a incautar 
tales elementos de este patrimonio que haya siclo recuperado de una manera no 
conforme con la Convención ele la UNESCO (art. 18) y a imponer sanciones, no a 
pagar premios o remuneraciones (art. 17). Si esa recuperación no es conforme a 
esta Convención, los Estados Partes se comprometen a prohibir la utilización ele su 
territorio en apoyo ele las actividades dirigidas a este patrimonio (art. 15) y a ase­
gurar que sus nacionales y los buques que enarbolan su pabellón no realicen tales 
actividades ( art. 16), así como a impedir la entrada en su territorio, el comercio y 
la posesión ele patrimonio cultural subacuático exportado ilícitamente y/o recupe­
rado ele manera contraria a la Convención ele la UNESCO (art. 14). Todas estas dis­
posiciones desincentivan la aplicación ele las normas sobre salvamento y hallazgos 
marítimos al patrimonio cultural subacuático. 

3. LA EXCLUSIÓN DEL PRINCIPIO «EL PRIMERO EN LLEGAR, MEJOR
SERV IDO» DE LA PLATAFORMA CONTINENTAL Y DE LA ZONA
ECONÓMICA EXCLUSIVA

Durante las negociaciones ele la CNUDM, cabe recordar que un grupo ele siete
Estados liderados por Grecia presentó sucesivas propuestas en las que, para evitar 
la correspondiente laguna jurídica, defendieron la extensión ele la jurisdicción del 
Estado ribereño a los «objetos ele naturaleza exclusivamente histórica o arqueoló­
gica en el fondo del mar y en el subsuelo ele su zona económica exclusiva o en o 
debajo de su plataforma continental»37. La IIIª Conferencia de las Naciones Uni­
das sobre el Derecho del Mar rechazó sistemáticamente todas estas propuestas, por 
entender que las mismas alteraban el delicado equilibrio ele competencias entre el 
Estado ribereño y el resto ele la comunidad internacional en estos espacios mari­
nos. En contraste con esta situación, durante las negociaciones ele la Convención 
ele la UNESCO, la mayoría ele las delegaciones nacionales participantes se mos­
traron dispuestas a aceptar la extensión ele la jurisdicción del Estado ribereño al 

37 Estas propuestas están reproducidas en MIGLIORINO, L., JI recupero deg/i oggetti storici ed 
archeologici sommersi ne/ diritto internaziona/e, Milano, Giuffre, 1984, págs. 201 y ss. 
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patrimonio cultural que se encontrase en la plataforma continental o en la zona 
económica exclusiva. 

De hecho, el Proyecto de Convención sobre patrimonio cultural subacuático 
propuesto en 1998 por la UNESCO y la DOALOS, con el visto bueno de la OMI, 
era partidario de tal extensión de la jurisdicción del Estado ribereño, aunque sin 
crear un nuevo espacio marítimo, eligiendo la opción de referirse a la zona econó­
mica exclusiva y a la plataforma continental. Así, el artículo 5 del Proyecto de Con­
vención de 1998, que sirvió como base de negociación de la futura Convención de 
la UNESCO, era del siguiente tenor: 

«l. States Parties shall require the notification of any discovery relating to underwater 
cultural heritage occurring in their exclusive economic zone or on their continental shelf. 

2. States Parties may regulate and authorize ali activities affecting underwater cultu­
ral heritage in their exclusive economic zone or on their continental shelf»38

. 

Sin embargo, una minoría de Estados participantes defendieron que cualquier 
extensión de la jurisdicción del Estado ribereño al patrimonio cultural existente en 
la zona económica exclusiva y en la plataforma continental alteraría irremediable­
mente el delicado equilibrio establecido en la CNUDM entre los derechos y obli­
gaciones del Estado ribereño y los de los demás Estados más allá de los límites del 
mar territorial. Estos Estados encontraron un fuerte apoyo a sus tesis en la Reso­
lución A/54/31 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 18 de enero de 
2000, titulada «Los océanos y el derecho del mar», donde la Asamblea General: 

«Tom( ó) nota de la constante labor que realiza la UNESCO con miras a elaborm· una con­
vención pm·a la aplicación ele las disposiciones de la CNUDM relativas a la protección del 
patrimonio cultural subacuático y vuelve a recalcar la importancia de velar por que ese ins­
trwnento se elabore de plena conformidad con las disposiciones pertinentes de la CNUDM»39

• 

Durante la Tercera Reunión de expertos gubernamentales, celebrada del 3 al 7 
de julio de 2000, el Presidente del Grupo de trabajo uno, señor Tullio Scovazzi, con 
el propósito de desbloquear el debate para lograr el consenso entre las diversas 
delegaciones nacionales40

, presentó a título personal una propuesta de compromi-

38 Documento UNESCO CLT-96/CONF.202/5 of April 1998: Dm.ft Co11ventio11 proposed by 
UNESCO and the United Nations Division o.f Ocean Ajfairs and the Law ofthe Sea, with the advice 

C?f the /11tematio11al Mari time Orga11izatio11. 
39 El subrayado es núo. En la Tercera Reunión de expertos gubernamentales, además de otras 

delegaciones nacionales que ya habían mostrado una postura intransigente a la extensión ele la juris­
dicción ele! Estado ribereño, como los Estados Unidos, Reino Unido, Alemania o los Países Bajos, la 
actitud más hostil fue la sostenida por Noruega, quien insistió reiteradamente en no estar dispuesta a 
reconocer ninguna competencia nueva al Estado ribereño en la zona económica exclusiva y en la pla­
taforma continental, afirmando expresamente que ello sería una extensión ilegal ele la jurisdicción ele! 
Estado ribereño en violación del principio ele libertad consagrado por la CNUDM. 

40 Documento UNESCO LT-2000/CONF.201/CLD.7 (París, 7 July 2000): Final Report C?f the 
Third Meeting of Goverm11ental Experts 011 the Drai Co11ve11tio11 011 the Protection of Undenvater 
Cultural Heritage, Anexo l, pár. 4. 
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so (tentative propasa!). Para evitar el fantasma de la jurisdicción (horrorjurisdic­
tionis41), evitó utilizar la expresión «Estado ribereño» y diseñó un procedimiento 
de protección basado en tres fases: informes de las actividades planeadas y de los 
descubrimientos efectuados; consultas acerca de cómo asegurar la efectiva protec­
ción del patrimonio cultural subacuático; y adopción de medidas provisionales de 
protección42

• 

También en la misma Tercera Reunión de expertos gubernamentales tres dele­
gaciones nacionales sin identificar presentaron una propuesta alternativa que 
pudiera igualmente servir como base para alcanzar el consenso. Esta propuesta 
anónima también se estrncturó sobre un espíritu de compromiso, demostrando un 
intento de encontrar soluciones más o menos razonables sin insistir en la mera 
extensión de la jmisdicción del Estado ribereño. Esta propuesta alternativa también 
sufre del horrorjurisdictionis, no mencionando en ningún momento expresamen­
te al Estado ribereño. En el proéedimiento previsto en esta propuesta alternativa 
destacan como novedades el que sólo podrían participar en las consultas los Esta­
dos Partes que tengan un «vínculo verificable» con el patrimonio cultural suba­
cuático de que se trate, así como que las medidas de protección que adopte el Esta­
do Parte no se harían en su propio interés, sino en nombre de todos los Estados Par­
tes en su conjunto43

. 

Ninguna de estas dos propuestas fue aceptada en la Tercera Reunión de exper­
tos gubernamentales por la minoría de Estados que se oponían a la extensión de la 
jurisdicción del Estado ribereño. Al iniciarse la primera parte de la Cuarta Reunión 
de expertos gubernamentales, todavía se podían distinguir claramente tres postu­
ras entre las delegaciones nacionales participantes en estas negociaciones44

• La 
postura «maximalista», defendida por los países en vías de desarrollo, Australia, 
Canadá, Grecia e Irlanda, afirmaba la plena competencia del Estado ribereño. La 
propuesta de Australia, Argentina y Canadá reconocía la competencia del Estado 
ribereño para adoptar medidas de protección del patrimonio cultural subacuático y 
requería su autorización para la realización de actividades dirigidas al mismo. Aun­
que introducía un procedimiento de consultas, éste quedaba muy supeditado al 
control del Estado ribereño45. La propuesta de Grecia e Irlanda reconocía al Esta­
do ribereño la responsabilidad primordial para la protección de este patrimonio en 

41 SCOVAZZI, T, «The 2001 UNESCO Convention on the Protection of the Underwater Cultural 
Heritage». En: G. Camarda; T. Scovazzi, (eds.), The protection of the undenvater cultural heritage. 
Legal aspects, Milano, Giuffre, 2002, pág. 123. 

42 Documento UNESCO WG1/NP3 (Paris, 6 July 2000): Tentative Proposa/s of Chairman of 
Working Group One. 

43 Documento UNESCO WGl/NPl (Paris, 5 July 2000): «Non-papen, proposed by three dele­
gations far discussion as a pos si ble basis far consensus. 

44 DE YTURRIAGA BARBERÁN, J. A., «Convención sobre la protección del patrimonio cultural 
subacuático», op. cit., págs. 458-459. 

45 Working Paper No. 14 (29 March 2001): Propasa/ by Argentina, Australia and Canada. 
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la zona económica exclusiva y en la plataforma continental, y requería su consen­
timiento, que normalmente se concedería, para la realización de actividades46

. Al 
término de la parte primera de la Cuarta Reunión, las delegaciones que defendían 
la concepción «maximalista» fusionaron sus propuestas en un texto único copa­
trocinado por 12 delegaciones. Esta propuesta volvía a exigir la autorización del 
Estado ribereño para la realización de actividades dirigidas a este patrimonio en 
estos espacios marítimos47

• 

La postura «minimalista» estuvo defendida fundamentalmente por Alemania, 
Estados Unidos, Noruega y Reino Unido, quienes únicamente reconocían al Esta­
do ribereño la competencia de evaluar y eventualmente prohibir las actividades 
planificadas dirigidas al patrimonio cultural subacuático que pudieran suponer una 
ingerencia injustificada en sus derechos soberanos sobre los recursos naturales o 
cualquier jurisdicción reconocida por las Partes V (zona económica exclusiva) y VI 
(plataforma continental) ele la CNUDM. Actitud de oposición que se complemen­
taba con la libertad de acción del Estado del pabellón48

. 

Entre estas dos concepciones extremas, diversas delegaciones nacionales (Espa­
ña, Italia, Japón y Túnez) fueron partidarias de una solución «intermedia», en la que 
se reconocía un estatuto preferente al Estado ribereño y se establecía la necesidad de 
consultas entre los Estados interesados. Así, sin pronunciarse sobre las competencias 
del Estado ribereño, la propuesta ele Italia y Túnez le reconocía una responsabilidad 
especial para la coordinación de las actividades dhigiclas al patrimonio cultural suba­
cuático y desarrollaba el proceso ele consultas entre los Estados interesados49

• La pro­
puesta presentada por Japón y Pe1ú era ele contenido similar, al reconocer al Estado 
ribereño la función de coordinador ele las consultas50

• 

Tras las múltiples propuestas, contrapropuestas, cambios de última hora y 
«ambigüedades constrnctivas» formuladas hasta el último momento ele la segunda 
parte de la Cuarta Reunión de expertos gubernamentales, sobre la base del proce­
dimiento trifásico (información, consultas y adopción ele medidas provisionales) se 
adoptaron finalmente los artículos 9 y 10 de la Convención ele la UNESCO. Estos 
dos artículos establecen el procedimiento para la adopción de medidas ele protec­
ción del patrimonio cultural subacuático que se encuentre en la zona económica 
exclusiva o en la plataforma continental. La aprobación de estas disposiciones per­
mite afirmar, en tocio caso, que la pretendida aplicación del principio «el primero 

46 Working Paper Nº . 16 (29 March 2001): Proposed a111end111e11t by Greece and Ireland. 
47 Working Paper Nº. 40 (4 April 2001): A111e11d111e11t proposed by 12 States: Argentina, Austra­

lia, Brazil, Canada, Colombia, Egypt, Ireland, Mexico, Poland, South-Africa, Tunisia and Uruguay. 
48 Working Paper Nº. 15 (29 March 2001): Propasa! sponsored by Ger111a11y, Nonvay and the 

United Kingdom. Text elaborated by the United States. 

49 Working Paper Nº. 8 (28 March 2001): Propasa! by ltaly, seconded by Tunisia. 
50 Working Paper Nº. 24 (29 March 2001): Proposed A111e11d111e11t by Japan and seconded by 

Peru. 

207 



LA PROTECCIÓN JURÍDICO INTERNACIONAL DEL PATRIMONIO CULTURAL. ESPECIAL REFERENCIA A ESPAÑA 

en llegar, mejor servido» al patrimonio cultural subacuático que se encuentre en la 
zona económica exclusiva y en la plataforma continental, que estaba comenzando 
a aparecer en la praxis internacional bajo el halo cobertor ele la libertad ele la alta 
mar, ha siclo excluido finalmente ele la Convención ele la UNESCO. 

III. EL RÉGIMEN ESPACIAL DE PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO
CULTURAL SUBACUÁTICO

El principal problema que surgió durante la negociación ele la Convención de
la UNESCO subyace en una disposición ele contenido aparentemente neutral, en la 
que se afirma lo siguiente: 

«Artículo 3. Relación entre la presente Convención y la Convención de las Naciones Uni­
das sobre el Derecho del Mar. 

Nada de lo dispuesto en la presente Convención menoscabará  los derechos, la juris­
dicción ni las obligaciones que incumben a los Estados en virtud del Derecho Internacio­
nal, incluida la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar. La presen­
te Convención se interpretará y aplicará en el contexto de las disposiciones del Derecho 
Internacional, incluida la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 
y de conformidad con ella»51

• 

Esta aparentemente inocua redacción planteaba problemas importantes, ya 
que, al definir las relaciones entre las dos Convenciones, se planteaba necesaria­
mente la cuestión ele la naturaleza ele la Convención ele la UNESCO. En concreto, 
las tesis que se barajaron fueron la ele si la Convención ele la UNESCO era un mero 
tratado internacional que desarrollaba la aplicación ele la CNUDM o si constituía 
un instrumento jurídico autónomo que desarrollaba el Derecho Internacional en 
general, incluida también la CNUDM. Ésta no fue una cuestión banal, pues afec­
taba tanto al contenido como a los límites ele la futura Convención de la UNESCO. 
Si la futura Convención ele la UNESCO no era más que un acuerdo ele desarrollo 
o ele aplicación de las disposiciones de la CNUDM, su contenido debía necesaria­
mente limitarse a los temas propios del Derecho del Mar, sin que el régimen ele pro­
tección espacial del patrimonio cultural subacuático pudiese ir más allá del régimen
jurisdiccional previsto en la CNUDM. Si, por el contrario, la futura Convención ele
la UNESCO se iba a configorar como un tratado internacional que desarrollase el
Derecho Internacional en general, incluida también la CNUDM, entonces su conte-

51 GARABELLO, R., «The Negotiating History of the Provisions of the Convention on the Pro­
tection of the Underwater Cultural Heritage», op. cit., págs. 116-121; BROWN, E. D., «Protection of 
the Underwater Cultural Heritage. Draft Principies and Guidelines for the Implementation of Article 
303 of the United Nations Convention on the Law of the Sea, 1982», Marine Po!icy, 20/4, 1996, 
págs. 325-336; ALLAIN, J., «Mari time Wrecks: Where the Lex Ferenda of Underwater Cultural Heri­
tage Collides with the Lex Lata of the Law of the Sea Convention», Virginia Joumal of /11tematio-
11al Law, 38, 1998, págs. 747-775. 
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nido no se limitaba a los temas propios del Derecho del Mar, sino que abarcaría tam­
bién el Derecho del patrimonio cultural, los estándares arqueológicos, etc. Además, 
la subordinación a la CNUDM tendría menor intensidad, lo que permitiría a su vez 
introducir aspectos «innovadores» en el régimen espacial de protección del patrimo­
nio cultural subacuático. Esta última cuestión fue, probablemente, el tema clave de 
las discusiones sobre la negociación de este artículo. Cabe recordar a este respecto 
que la CNUDM no contiene disposiciones específicas para la protección del patri­
monio cultural subacuático existente entre la zona contigua y la Zona. Por lo tanto, 
la «inocente» redacción del artículo 3 de la Convención de la UNESCO está plante­
ando en definitiva el interrogante acerca de si el régimen espacial de protección del 
patrimonio cultural subacuático existente en la plataforma continental o en la zona 
económica exclusiva deberá respetar o no el equilibrio de derechos y deberes pre­
vistos parn estos espacios marinos en la propia CNUDM. 

Pese a los múltiples intentos que se realizaron por alcanzar una fórmula de 
consenso para el artículo 3 de la Convención de la UNESCO, así como para los 
diversos artículos en los que se prevén los regímenes espaciales específicos de pro­
tección del patrimonio cultural subacuático, el resultado no fue satisfactorio. La 
Convención de la UNESCO se tuvo que adoptar por votación y, en las declaracio­
nes finales que los Estados realizaron inmediatamente antes y después de la vota­
ción, la cuestión de las relaciones entre las dos convenciones fue uno de los tópi­
cos principales. Algunos Estados que votaron a favor de su adopción expresamen­
te consideraron que la nueva Convención ele la UNESCO estaba en plena confor­
midad con la CNUDM52

• En contraste con esta actitud, otro grupo ele Estados, 
entre los que se encuentran las principales potencias marítimas y algunos ele los 
Estados titulares de un mayor patrimonio cultural subacuático, manifestaron explí­
citamente lo contrario, justificando su abstención o voto en contra precisamente en 
las insatisfactorias relaciones existentes entre las dos Convenciones53

• 

Sin pe1juicio de las disposiciones de la Convención ele la UNESCO que, por 
tener un ámbito general ele aplicación, se predican respecto de todos los espacios 
marítimos, cabe señalar que esta Convención ha establecido regímenes peculiares 
para la protección del patrimonio cultural subacuático en función ele cuál sea el 
espacio marítimo en el que se encuentre este patrimonio. Se puede considerar que 
esta Convención ha fragmentado la protección del patrimonio cultural subacuático 
en cuatro regímenes jurídicos distintos, que serán analizados a continuación. 

52 Véanse las declaraciones de Argentina, Japón, Irlanda e Italia contenidas en: «Remarks prior
to vote during debates in Commission IV on Culture, 29 October 200 l, 31 st Session of the General 
Conference, UNESCO», cit., págs. 422 y ss. 

53 Véanse las declaraciones de Países Bajos, en ibíd., págs. 424-425; así como las de la Federa­
ción Rusa, Francia, Noruega, Reino Unido y Estados Unidos contenidas en: «Statements on vote 
during debates in Conmlission Non Culture, 29 October 2001, 3lst Session of the General Confe­
rence, UNESCO», texto reproducido en CAMARDA, G.; ScoVAZZI, T. (eds.), The protection of the 
1111denvater cultural heritage. Legal aspects, op. cit., págs. 427 y ss. 
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Antes de comentar el régimen particularizado de cada uno de estos espacios 
marítimos, se deben realizar dos observaciones preliminares. La primera, consiste 
en que la Convención de la UNESCO ha preferido seguir el criterio del lugar 
donde se encuentre el patrimonio cultural subacuático y no el del lugar desde 
donde se realicen las actividades dirigidas a tal patrimonio. Con ello, se ha conse­
guido que a lo largo de todo el texto de la Convención de la UNESCO no se men­
cione a la alta mar, evitando de esta manera las discusiones y los problemas que 
plantearía el régimen de libertad propio de este espacio marítimo. 

La segunda observación tiene relación con el ámbito geográfico de aplicación 
de la Convención de la UNESCO. Aunque la fragmentación del régimen espacial 
de la Convención de la UNESCO se base en los distintos espacios marítimos exis­
tentes, debe observarse que la noción de «patrimonio cultural subacuático» es más 
amplia que la de «patrimonio cultural submarino». Por ello, su artículo 28 dispo­
ne que, al manifestar su consentimiento en vincularse por esta Convención, o en 
cualquier momento ulterior, todo Estado o territorio podrá declarar que las Normas 
del Anexo se aplicarán a sus aguas continentales que no sean de carácter maríti­
mo54. La expresión «aguas continentales que no sean de carácter marítimo» no 
refleja un concepto asentado en el Derecho Internacional Público y tampoco la 
Convención de la UNESCO da una definición auténtica de la misma. Con esta 
expresión parece hacerse referencia a todas las aguas no marítimas, con indepen­
dencia de que las mismas se encuentren en territorio continental o insular. También 
parece irrelevante, dada su escueta redacción, que tales aguas no marítimas tengan 
un carácter exclusivamente nacional o puedan considerarse como formando parte 
de un recurso hídrico compartido por dos o más Estados. En cualquier caso, la 
Convención de la UNESCO faculta a los Estados Partes a extender con carácter 
voluntario (nunca obligatorio) la aplicación de las Normas contenidas en el Anexo 
a estas aguas no marítimas. Lo que la Convención de la UNESCO no permite es, 
una vez realizada tal extensión voluntaria, desafectar tales aguas no marítimas de 
la aplicación de las Normas del Anexo de esta Convención. 

l. LAS AGUAS INTERIORES, AGUAS ARCHIPELÁGICAS Y EL MAR
TERRITORIAL

La Convención de la UNESCO reconoce que, en el ejercicio de su soberanía,
todos los Estados Partes tienen el «derecho exclusivo de reglamentar y autorizar» 
las actividades dirigidas al patrimonio cultural subacuático en sus aguas interiores, 
aguas archipelágicas y mar territorial. Deberán, sin embargo, exigir la aplicación 
de las Normas del Anexo a las actividades de este tipo realizadas en dichos espa­
cios marítimos (art. 7). Estas disposiciones no fueron controvertidas en las nego­
ciaciones de la Convención de la UNESCO, ya que reflejan principios aceptados 

54 A fecha de 1 de abril de 2009, ningún Estado Parte ha efectuado esta declaración.
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de Derecho Internacional, como la soberanía de un Estado en sus aguas interiores, 
aguas archipelágicas y mar territorial. 

Otra característica del régimen del patrimonio cultural subacuático que dife­
rencia a las aguas interiores, aguas archipelágicas y mar territorial del resto de los 
espacios marítimos, incluida la zona contigua, resulta de la reserva prevista en el 
artículo 29 de la Convención de la UNESCO, que tiene la siguiente redacción: 

«Artículo 29. Limitación del ámbito de aplicación geogrcifico. 

Al ratificar, aceptar, aprobar la presente Convención o adherirse a ella, un Estado o 
territorio podrá declarar ante el depositario que la presente Convención no se aplicará a 
determinadas partes de su territorio, sus aguas interiores, aguas archipelágicas o mar terri­
torial e indicará en esa declaración las razones que la motivan. En la medida de lo posi­
ble, y tan pronto como pueda, el Estado deberá reunir las condiciones necesarias para que 
la presente Convención se aplique a las zonas especificadas en su declaración; a esos efec­
tos, y en cuanto haya reunido esas condiciones, retirará también total o parcialmente su 
declaración»55

• 

Esta disposición representa un compromiso intermedio entre aquellos Estados 
federales que pretendieron que en la Convención de la UNESCO existiera una 
«cláusula federal», conforme a la cual el Estado federal sólo tenía la obligación de 
informar a las unidades territoriales infe1iores de las disposiciones de esta Con­
vención, con la mera recomendación de ratificarla (Canadá y Estados Unidos) y la 
postura de otros Estados (Italia, España, Francia y Federación Rusa) que enten­
dieron que el reparto de competencias entre el Estado federal y las unidades fede­
radas es una cuestión de Derecho interno, que no prejuzga el hecho de que si el 
Estado federal ratifica un tratado internacional, el mismo se aplica a todo el terri­
torio nacional. La solución de compromiso finalmente alcanzada ya no se limita 
sólo a los Estados federales, si bien este tipo de reserva queda limitada a las aguas 
interiores, aguas archipelágicas y el mar tenitorial, no afectando al resto de los 
espacios marinos56

. 

2. LA ZONA CONTIGUA

En la zona contigua, la Convención de la UNESCO específicamente señala
que, «de conformidad con el párrafo 2 del artículo 303» de la CNUDM, los Esta­
dos Partes «podrán reglamentar y autorizar» las actividades dirigidas al patrimo­
nio cultural subacuático que allí se encuentre (art. 8)57

• Las diferencias mínimas de 

55 A fecha de 1 de abril de 2009, ningún Estado Paite ha efectuado esta declaración. 
56 Esta solución de compromiso se logró a partir de las propuestas contenidas en el Working 

Paper No. 48 (2 July 2001): A111e11d111e11t proposed by Canada and the United States of America y en 
el Working Paper No. 48.Rev. (3 July 2001): A111e11d111e11t proposed by Canada supported by Ireland 
and endorsed by United States of America. 

57 Durante las negociaciones de esta disposición, las delegaciones de Canadá y Australia mani­
festaron que la referencia a la zona contigua debía incluirse en el aitículo que versa sobre la zona eco-
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redacción con lo previsto para las aguas interiores, aguas archipelágicas y el mar 
territorial son relevantes con vistas a establecer las diferencias existentes entre estos 
espacios marítimos y la zona contigua. En el caso de las aguas interiores, aguas 
archipelágicas y el mar ten-itorial, los Estados ribereños tienen la competencia exclu­
siva para «reglamentar y autorizar» tales actividades. En el caso de la zona contigua, 
ya no se trata ele un «derecho exclusivo», sino de una potestad, que necesita de una 
opción legislativa expresa en el ordenamiento jurídico interno del Estado ribereño. 
Éste sólo tendrá competencia para «reglamentar y autorizar» estas actividades si ha 
establecido una zona contigua en su Derecho interno y si, además, en ese acto nor­
mativo interno se ha precisado la existencia ele tal competencia58

• 

Comparando la redacción de esta disposición con los artículos 33 y 303.2 de 
la CNUDM, se observan mejoras importantes en la Convención de la UNESCO. 
Esta Convención elimina la posibilidad de hablar de una «zona arqueológica» 
como distinta cualitativamente pero con los mismos límites geográficos de aplica­
ción que la zona contigua. Además, las competencias de «reglamentar y autorizar» 
quedan expresamente referidas a «las actividades dirigidas al patrimonio cultural 
subacuático en su zona contigua». Es decir, a diferencia del artículo 33 de la 
CNUDM, ya no se trata de reconocer al Estado ribereño competencias para preve­
nir y reprimir en la zona contigua las infracciones que en esta materia se cometan 
en su territorio o mar territorial: se trata de un poder normativo y administrativo 
autónomo para las actividades que se desarrollen en el interior de la zona contigua. 
Si se compara con el artículo 303.2 de la CNUDM, también se observa la mejora 
consistente en eliminar la absurda ficción jurídica por la que se presume que las 
actividades de remoción sin la autorización del Estado ribereño en la zona conti­
gua constituían infracciones «cometidas en su territorio o mar territorial». 

Debe observarse que, si se compara esta disposición de la Convención de la 
UNESCO con el tenor literal del artículo 303.2 de la CNUDM, a la competencia 
de «autorizar», se ha añadido como novedad expresa la de «reglamentar». Por ello, 
para evitar dudas acerca de la «conformidad» de esta disposición con la CNUDM, 
la Convención de la UNESCO ha añadido «con prudencia»59 que esta potestad del 
Estado ribereño en su zona contigua se ejercerá «sin pe1juicio de lo dispuesto en 
los artículos 9 y 10 (que establecen el régimen aplicable a la zona económica 
exclusiva y a la plataforma continental) y con carácter adicional a lo dispuesto en 

nómica exclusiva y la plataforma continental, argumentando que la zona contigua es de hecho una 
parte ele estas otras zonas marítimas. Sin embargo, la férrea oposición ele Francia a estas propuestas 
determinó que finalmente se incluyera un artículo específico para la zona contigua. 

58 Si ello sucede así, no se tratará en ningún caso ele una competencia absolutamente discrecio­
nal del Estado ribereño, toda vez que el artículo 8 afirma que: «Al hacerlo, exigirán que se apliquen 
las Normas» del Anexo. 

59 DE YTURRIAGA BARBERÁN, J. A., «Convención sobre la protección del patrimonio cultural 
subacuático», op. cit., pág. 458. 
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los mismos». Con esta referencia cruzada, se persiguió evitar que la zona contigua 
se configurase como un espacio marino totalmente distinto ele la zona económica 
exclusiva y ele la plataforma continental ya que, en realidad, es una parte ele los mis­
mos. Sin embargo, esta referencia cruzada al régimen ele la zona económica exclu­
siva y ele la plataforma continental «y con carácter adicional a lo dispuesto en los 
mismos» provoca la pérdida absoluta ele claridad del régimen del patrimonio cultu­
ral subacuático en la zona contigua. En efecto, en el artículo 303.2 ele la CNUDM 
está implícita la idea ele que la autorización ele la remoción ele los objetos arqueo­
lógicos e históricos en la zona contigua es una competencia exclusiva del Estado 
ribereño, siempre que este Estado haya previsto tal posibilidad en su legislación 
interna. El artículo 8 ele la Convención ele la UNESCO, al añadir a la competencia 
ele «autorizar» la ele «reglamentar», parece que también presume que, si tales com­
petencias se prevén en la legislación interna ele un Estado ribereño, las mismas se 
deberán ejercer con carácter exclusivo. Sin embargo, con la referencia cruzada a los 
artículos 9 y 10 ele la Convención ele la UNESCO, el régimen ele la protección del 
patrimonio cultural subacuático previsto para la zona contigua queda en entredicho, 
toda vez que en el régimen diseñado para la plataforma continental y la zona eco­
nómica exclusiva resulta imposible considerar que el procedimiento ele colabora­
ción previsto en el mismo permita seguir afirmando que el Estado ribereño tiene 
competencias exclusivas en esta materia en la parte ele la plataforma continental o 
zona económica exclusiva que es al mismo tiempo zona contigua60

. Por ello no es 
ele extrañar que esta referencia crnzacla a los artículos 9 y 10 ele la Convención ele 
la UNESCO no resultara del agracio ele las delegaciones nacionales partidarias ele 
reconocer derechos exclusivos al Estado ribereño sobre el patrimonio cultural suba­
cuático existente en sus zonas contiguas. Así, la delegación ele Grecia sostuvo que: 

«For example, Greece fails to understand the appearance in article 8 ( «underwater 
cultural heritage in the contiguous zone») of the references to articles 9 and 10 concerning 
protection of underwater cultural heritage on the continental shelf and in the exclusive 
economic zone. (. .. ) the introduction of the aforementioned system of consultations in the 
protective scheme adopted for the contiguous zone is unfortunate. The reference in article 
8 to articles 9 and 10 should be deleted as it dirninishes the rights, which the coastal State 
already enjoys in this area under article 303(2) of the Law of the Sea Convention»61

• 

60 De otra forma, el resultado sería que la Convención de la UNESCO configura dos regímenes
jurídicos para la protección del patrimonio cultural existente en la zona económica exclusiva y en la 
plataforma continental, en función de que tal patrimonio se encontrase en la parte de estos espacios 
marinos que también es zona contigua o en la parte de estos espacios marinos que está más allá de 
la zona contigua. 

61 «Statements on vote during debates in Commission IV on Culture, 29 October 200 l ,  31 st Ses­
sion of the General Conference, UNESCO», cit., pág. 428. Por razones diferentes, también la dele­
gación de Turquía manifestó su rechazo al régimen de protección del patrimonio cultural subacuático 
previsto para la zona contigua. Según consta en el documento no fechado titulado Turkey's view 011 
Article 5 of the Drai Co11ve11tio11 011 the Protection ofthe U11denvater Cultural Heritage: «Contiguous 
zone might cause serious problems in areas where the coasts are opposite to each other and no delimi-
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3. LA PLATAFORMA CONTINENTA L  Y LA ZONA ECONÓMICA EXCLUSIVA

He señalado que la opción que finalmente se impuso a las posturas antagóni­
cas sobre la extensión de la jurisdicción del Estado ribereño a las actividades diri­
gidas al patrimonio cultural subacuático que se encuentre en la zona económica 
exclusiva y en la plataforma continental consistió en diseñar un procedimiento tri­
fásico (información, consultas y medidas provisionales de protección), en el que se 
concede un interés preferente al Estado ribereño aunque, debido a un horrorjuris­

dictionis en grado máximo, finalmente no se le mencione por su nombre. Éste es 
el procedimiento previsto en los artículos 9 y 10 de la Convención de la UNESCO. 

El artículo 9, titulado «Información y notificación en la zona económica exclu­
siva y en la plataforma continental», comienza con la siguiente afirmación genérica: 

<d. Todos los Estados Partes tienen la responsabilidad de proteger el patrimonio cul­
tural subacuático en la zona económica exclusiva y en la plataforma continental de con­
formidad con la presente Convención». 

Afirmación que comprende no sólo el deber singular del Estado ribereño de 
proteger el patrimonio cultural existente en su zona económica exclusiva y en su 
plataforma continental, sino también el deber de todos los Estados Partes de pro­
teger este patrimonio cuando se encuentre en cualquier zona económica exclusiva 
o en cualquier plataforma continental. Para proteger en cualquier supuesto al patri­
monio cultural subacuático que se encuentre en estos espacios marítimos, se ha
partido de prohibir el secreto de las actividades dirigidas al mismo. En consecuen­
cia, se han distinguido dos posibilidades para hacer público el descubrimiento de
cualquier patrimonio cultural en ambos espacios marinos. La primera vía de publi­
cidad consiste en que un Estado Parte exigirá que, cuando uno de sus nacionales o
un buque que enarbole su pabellón descubra patrimonio cultural subacuático situado
en su zona económica exclusiva o en su plataf01ma continental o tenga la intención
de efectuar una actividad dirigida a dicho patrimonio, el nacional o el capitán del
buque le debe informar de ese descubrimiento o actividad. La segunda vía se refiere

tation by an agreement of the maritime areas exists between the concerned coastal States, i.e. a claim 
to a contiguous zone for the purpose of underwater archaeological objects in an area outside the terri­
torial sea but over the continental shelf of another State where that coastal State has ipso facto and ab 
initio rights on the continental shelf. This short of case would inevitably lead to a conflict between the 
competencies of the two coastal States especially in narrow and enclosed or semi-enclosed seas. For, in 
this case, an object within the contiguous zone of one State would at the same time be located on the 
continental shelf of another State. ( ... ) During the negotiations of Article 303 at the UNCLOS ( ... ) 
underwater archaeological objects were artificially linked to the contiguous zone. ( ... ) Turkey wants to 
underline that to declare a contiguous zone for the purpose of controlling the traffic of unde1water cul­
tural heritage that lies on or under its continental shelf, not only falls contrary to State practice and to 
customary rules of international law in this field, but also means to reduce the area of jurisdiction and 
to confine the coastal State powers. ( ... ) It would also mean and lead to a complete change of the tradi­
tional character and also the jurisdiction related to this concept». 
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al supuesto en el que ese patrimonio se descubra en la zona económica exclusiva o 
en la plataforma continental de otro Estado Parte. En este segundo supuesto, se dan 
las siguientes dos opciones para lograr la publicidad de tal descubrimiento: 

«i) los Estados Partes exigirán que el nacional o el capitán del buque les informe e 
informe al otro Estado Parte de ese descubrimiento o actividad; 

ii) alternativamente un Estado Parte exigirá que el nacional o el capitán del buque le
informe de ese descubrimiento o actividad y asegurará la transmisión rápida y eficaz de 
esa información a todos los demás Estados Partes». 

Disposición que resulta ambigua, ya que se podría entender que el «Estado 
Parte» al que el inciso ii) hace referencia en singular es el Estado ribereño, cuan­
do en la propuesta original se trataba del Estado de la nacionalidad del individuo 
o el Estado del pabellón62

. La opción que finalmente se vaya a seguir para transmi­
tir la información en este segundo supuesto se deberá especificar en una declaración
que cada Estado Parte formulará al depositar su instrnmento de ratificación, acepta­
ción, aprobación o adhesión (art. 9.2)63

• Los Estados Partes notificarán al Director
General de la UNESCO la información que, por cualquiera de estas dos vías, les
haya llegado sobre los descubrimientos o actividades planeadas relativas al patrimo­
nio cultural subacuático que se encuentre en estos espacios marítimos, quien comu­
nicará sin demora esta información a todos los Estados Partes (art. 9.3 y 4).

En la fase de consultas, se vuelve a hacer patente el horror jurisdictionis. El 
Estado ribereño, rebautizado con las perífrasis «el Estado Parte en cuya zona eco­
nómica exclusiva o en cuya plataforma continental esté situado el patrimonio cul­
tural subacuático» o «el Estado Parte en cuya zona económica exclusiva o en cuya 
plataforma continental se tenga la intención de efectuar una actividad dirigida a 
dicho patrimonio cultural subacuático», deberá consultar a todos los demás Esta­
dos Partes que hayan declarado tener un «interés en ser consultado sobre cómo 
asegurar la protección efectiva de ese patrimonio» (arts. 9.5 y 10.3.a). Llama la 
atención que la Convención de la UNESCO, tan meticulosa en la mayoría de sus 
disposiciones, haya regulado tan superficialmente la cuestión de los habilitados a 
participar en estas consultas. Solamente se afirma que esa declaración de interés 
«deberá fundarse en un vínculo verificable, en especial de índole cultural, históri­
ca o arqueológica, con el patrimonio cultural subacuático de que se trate» y que tal 
declaración se hará al «enmascarado» Estado ribereño (art. 9.5). Nada se especifi-

62 La disposición contenida en el artículo 9.l(b)(ii) proviene directamente de una propuesta de 
los Estados Unidos. Véanse los documentos titulados Non-paper No. 8 (6 Ju/y 2001) by the United 
States y Non-paper No. 8.Rev (6 July 2001) by the United States. Al no calificar al Estado Parte, 
diversas delegaciones, en contra de la intención de los Estados Unidos que acabó oponiéndose a su 
propia propuesta, entendieron que la expresión «Estado Parte» se refería al Estado ribereño, leyendo 
esta «ambigüedad constructiva» como la clave que permitiría la aprobación de esta disposición. 

63 Resulta cuanto menos sorprendente que, de los 24 Estados Pmtes, únicamente Portugal se 
haya acordado de efectuar esta declaración, ya que la disposición citada la concibe como una opción 
de obligada realización. Portugal se ha decantado por la fórmula prevista en el inciso ii). 
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ca sobre qué ocurrirá si alguien cuestiona la existencia ele ese vínculo, ni acerca de 
cuál es el plazo temporal para realizar tal declaración de interés. El rigor con el que 
se deba apreciar la existencia de ese «vínculo verificable» puede causar problemas 
prácticos enormes, tanto para que los Estados decidan si están o no interesados, 
como para constatar si efectivamente existe tal vínculo. En el caso ele descubri­
mientos fortuitos, no existirá seguridad o certeza para afirmar la existencia del vín­
culo y del consiguiente interés hasta que se desarrollen unas mínimas actividades 
de exploración; en el caso de actividades planeadas, no existe certeza ele que lo que 
se vaya a encontrar, si es que se encuentra algo, sea lo que realmente se busca. 

El «enmascarado» Estado ribereño coordinará esas consultas, a menos que 
declare expresamente que no desea hacerlo, en cuyo caso los Estados que hayan 
declarado su interés en ser consultados designarán, se supone que elegido de entre 
ellos, un «Estado Coordinador» distinto (art. 10.3.b). Lamentablemente, la Con­
vención ele la UNESCO tampoco contiene ninguna indicación acerca del plazo 
temporal en el que el «enmascarado» Estado ribereño deba iniciar estas consultas, 
ni acerca ele lo que pueda ocurrir en el caso de que no las inicie en un plazo razo­
nable ele tiempo. Si bien hubiera podido ser temerario fijar un plazo concreto váli­
do para todos los casos, la discrecionaliclacl ele la que goza a este respecto el 
«enmascarado» Estado ribereño se debería haber reducido mediante referencias a 
«un plazo razonable», «inmediatamente» o «a la mayor brevedad posible». 

Las funciones que asume el «Estado Coordinador» están descritas ele la siguien­
te forma en el artículo 10 ele la Convención ele la UNESCO: 

«5. El Estado Coordinador: 
a) Pondrá en práctica las medidas de protección que hayan siclo acordadas por los

Estados que participen en la consulta, que incluyen al Estado Coordinador, a menos que 
los Estados que participen en la consulta, que incluyen al Estado Coordinador, acuerden 
que otro Estado Parle pondrá en práctica esas medidas; 

b) Expedirá tocias las autorizaciones necesarias con respecto a las medidas así acor­
dadas de conformidad con las Normas, a menos que los Estados que participen en la con­
sulta, que incluyen al Estado Coordinador, acuerden que otro Estado Parte expedirá esas 
autorizaciones; 

c) Podrá realizar tocia investigación preliminar que resulte necesaria en el patrimonio
cultural subacuático y expedirá todas las autorizaciones necesarias a tal fin, y transmitirá 
sin demora los resultados ele tal investigación al Director General quien, a su vez, comu­
nicará esas informaciones sin demora a los demás Estados Partes. 

6. Al coordinar las consultas, adoptar medidas, realizar una investigación preliminar
y/o expedir autorizaciones en virtud del presente artículo, el Estado Coordinador actuará 
en nombre de los Estados Partes en su conjunto y no en su interés propio. Esta acción en 
sí no podrá ser invocada para reivindicar derecho preferente o jurisdiccional alguno que 
no esté reconocido por el Derecho Internacional, incluida la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar». 

Cabe resaltar lo dispuesto en el párrafo 6 ele este artículo. Debe tenerse en 
cuenta que, con el procedimiento previsto en los artículos 9 y 10 de la Convención 
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de la UNESCO, al Estado ribereño no se le reconocen expresamente competencias 
específicas sobre el patrimonio cultural subacuático que se encuentre en su zona 
económica exclusiva o plataforma continental, aunque sí se le concede un papel 
preponderante como «Estado Coordinador» enmascarado. Si no actúa en su con­
dición ele Estado ribereño, se plantea el problema ele la oponibiliclacl jurídica fren­
te a terceros ele las medidas ele protección que se adopten en el proceso de consul­
tas. De ahí que para que tales medidas sean vinculantes para tocios los Estados Par­
tes en la Convención, se tenga que hacer referencia a que el «Estado Coordinador» 
actúa «en nombre ele los Estados Partes en su conjunto y no en su interés propio». 
Ésta es, en definitiva, y no el carácter ele Estado ribereño «enmascarado», la base 
jurídica por la que las medidas de protección que se acuerden en fase ele consultas, 
que deberán ser conformes con las Normas del Anexo, devienen vinculantes y opo­
nibles al resto ele los Estados Partes en la Convención ele la UNESCO, incluso para 
aquellos Estados Partes que no hayan participado en tales consultas por no tener o 
no alegar la existencia ele un «vínculo verificable» con el patrimonio cultural suba­
cuático de que se trate. 

Debe también tenerse en cuenta que la Convención ele la UNESCO establece 
una prohibición general importante, que afecta incluso a los supuestos en los que 
actúe como «Estado Coordinador» el Estado ribereño. Esta prohibición consiste en 
que no se concederá autorización alguna para una actividad dirigida al patrimonio 
cultural subacuático situado en la zona económica exclusiva o en la plataforma 
continental que no sea fruto de esas consultas. Sin embargo, esta regla general 
tiene dos excepciones importantes. 

La primera excepción consiste en que el «enmascarado» Estado ribereño, sea 
o no el «Estado Coordinador», tiene derecho a prohibir o a autorizar cualquier acti­
vidad dirigida a este patrimonio para impedir cualquier intromisión en sus dere­
chos soberanos o su jurisdicción reconocidos por el Derecho Internacional, inclui­
da la CNUDM (art. 10.2)64

. Esta disposición fue objeto ele polémica durante las
negociaciones de la Convención de la UNESCO. Las delegaciones ele los Estados
Unidos y ele Noruega defendieron la supeditación explícita ele la Convención de la
UNESCO a la CNUDM, mientras que los países en vías ele desarrollo se opusie­
ron firmemente a ello y exigieron üna referencia más genérica al Derecho Interna­
cional. Esta misma diferencia ele opiniones se volvió a repetir al establecerse las
relaciones entre las dos convenciones internacionales, pues el artículo 3 in fine ele
la Convención ele la UNESCO afirma que esta Convención se interpretará y apli-

6--1 Las delegaciones de España y de los Estados Unidos sostuvieron que toda actividad dirigida 
a la protección del patrimonio cultural subacuático «inevitablemente» interfiere con los recursos 
naturales existentes en la plataforma continental y en la zona económica exclusiva, ele donde defen­
dieron que ninguna consideración especial se le debía dar al Estado ribereño. Otras delegaciones 
(Argentina, Australia, Italia y Perú), aunque afirmaron que esa interferencia no siempre se produce, 
criticaron esta excepción por suponer que el interés en proteger el patrimonio cultural subacuático es 
secundario en comparación con el de explotar los recursos naturales. 
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cará en el contexto de las disposiciones del Derecho Internacional, incluida la 
CNUDM, y ele confonniclacl con ellas65

• 

En tocio caso, no queda claro el mayor alcance de las competencias que, por 
esta primera excepción, se conceden al Estado ribereño. Podría significar que el 
Estado ribereño tendría competencias más amplias que las previstas en el meca­
nismo ele consulta si un buque histórico66 estuviese enterrado en la arena o tuviese 
ostras, moluscos u otras especies sedentarias incrustadas o adheridas al mismo, 
recursos sobre los que el Estado ribereño ejerce derechos soberanos en su plata­
forma continental en virtud ele la CNUDM. Pero ello implicaría que las ostras y 
demás especies sedentarias son más importantes que la protección del patrimonio 
cultural subacuático. Supondría también el riesgo ele que esta disposición sea inter­
pretada en el sentido ele que un salvador se podría quedar con los restos ele ese 
buque histórico si previamente devuelve tocias las ostras y demás especies seden­
tarias al Estado ribereño67

. 

La segunda excepción está representada por la adopción por el Estado ribere­
ño, emnascaraclo como «Estado Coordinador», ele medidas provisionales y urgen­
tes, disfrazadas ele nuevo, ante el horror jurisdictionis, con el eufemismo ele 
«medidas viables conformes al Derecho Internacional, con el fin ele impedir tocio 
peligro inmediato para el patrimonio cultural subacuático». Según el artículo 10.4: 

«Sin pe1juicio de la obligación de todos los Estados Partes de proteger el patrimonio 
cultural subacuático mediante la adopción de todas las medidas viables conformes al 
Derecho Internacional, con el fin de impedir todo peligro inmediato para el patrimonio 
cultural subacuático, incluido el saqueo, el Estado Coordinador podrá adoptar todas las 
medidas viables y/o conceder cualquier autorización que resulte necesaria de conformidad 
con la presente Convención y, de ser necesario, con anterioridad a las consultas, con el fin 
de impedir cualquier peligro inmediato para el patrimonio cultural subacuático, ya sea 
ocasionado por la actividad humana o por cualquier otra causa, incluido el saqueo. Al 
adoptar tales medidas se podrá solicitar la asistencia de otros Estados Partes». 

Ésta fue, sin duda alguna, la disposición más objetada relativa a la zona eco­
nómica exclusiva y a la plataforma continental por los Estados contrarios a la Con­
vención ele la UNESCO pero fue, sin embargo, la compensación exigida por las 

65 Hasta el último momento de las negociaciones, varias delegaciones nacionales se opusieron a 
esta fórmula. En el documento UNESCO 31 C/COM.IV/DR.5 (París, 26 de octubre de 2001): Pro­
yecto de Resolución presentado por la Federación de Rusia y por el Reino Unido, y apoyado por los 
Estados Unidos de América: Proyecto de Convención sobre la protección del patrimonio cultural 
subacuático, estos tres Estados propusieron que en el artículo 3 se suprimiese la expresión «Derecho 
Internacional, incluida» y que en el artículo 10.2 se sustituyese la expresión «el Derecho Internacio­
nal, incluida» por «el Derecho Internacional, tal y como se establece en». 

66 La Convención de la UNESCO no utiliza el término «pecio» porque algunas delegaciones 
nacionales entendieron que es un término propio del salvamento marítimo. 

67 SCOVAZZI, T., «The 2001 UNESCO Convention on the Protection of the Underwater Cultu­
ral Heritage», op. cit., pág. 127. 
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